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Sobre:   

 
Daños y Perjuicios 

 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez Jiménez Velázquez, la 

Jueza Soroeta Kodesh y la Jueza Brignoni Mártir 
 
Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 17 de junio 

de 2014, comparece Puerto Rico Prosthetics Mfg. Corp. (en 

adelante, Prosthetics), y su aseguradora Universal Insurance 

Company (en adelante, Universal) (en conjunto, las apelantes).  

Nos solicitan que revoquemos una Sentencia emitida el 14 de mayo 

de 2014 y notificada el 19 de mayo de 2014, por el Tribunal de 

Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala de Bayamón.  Por medio 

del dictamen apelado, el TPI declaró Ha Lugar una Demanda 

presentada por la Sra. Adria Ortiz Nieves (en adelante, la señora 

Ortiz Nieves) y la Sucesión del Sr. Adrián Ortiz Natal, compuesta 

por la señora Ortiz Nieves y la Sra. Sol Divina Reyes Nieves (en 

conjunto, las apeladas).  De conformidad con lo anterior, el foro 
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primario les impuso a las apelantes de manera solidaria el pago de 

$400,000.00 por concepto de daños correspondientes a la 

Sucesión antes aludida y $50,000.00 correspondientes a la acción 

personal de la señora Ortiz Nieves, más las costas y los gastos del 

pleito. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

modifica la Sentencia apelada a los únicos efectos de reducir la 

cuantía concedida a las apelantes por los daños sufridos por el Sr. 

Adrián Ortiz Natal (en adelante, don Adrián) de $400,000.00 a 

$200,000.00.  Así modificada, se confirma la misma. 

I. 

 El 4 de octubre de 2010, las apeladas incoaron la Demanda 

sobre daños y perjuicios que inició el pleito de autos.  De entrada, 

alegaron que el 22 de febrero de 2008, don Adrián sufrió una caída 

en las instalaciones comerciales de Prosthetics que posteriormente 

le causó la muerte.  Explicaron que don Adrián tenía ochenta y dos 

(82) años al momento de la caída y recibía tratamiento de 

fisioterapia debido a una amputación debajo de la rodilla de su 

pierna izquierda.  Añadieron que mientras estaba en ese lugar, don 

Adrián sintió deseos de ir al baño y contrario a otras ocasiones, 

cuando personal de dichas facilidades lo acompañaban al servicio 

sanitario, ese día se le permitió ir solo.  Al acudir sin asistencia al 

baño, don Adrián sufrió una caída que le ocasionó lesiones, 

cortaduras, traumas en varias partes del cuerpo e intensos dolores 

y sufrimientos.  En específico, las apeladas arguyeron que a 

consecuencia de la caída, don Adrián sostuvo lesiones en el 

abdomen, pelvis, genitales, en la parte frontal, lateral y cadera de 

su extremidad inferior izquierda, incluidos también la rodilla y el 

muñón de dicha extremidad.  Don Adrián debió ser intervenido 

quirúrgicamente para colocarle una varilla en la extremidad 

inferior izquierda.   
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A pesar de haber sido dado de alta, el 6 de marzo de 2008, 

don Adrián fue trasladado al hospital por personal de emergencias 

médicas y estuvo hospitalizado desde el 7 de marzo de 2008 hasta 

el 20 de marzo de 2008.  El 29 de marzo de 2008, falleció y de 

acuerdo al Informe de autopsia núm. 1499-08, la causa de muerte 

fue una trombosis coronaria y complicación de trauma corporal y 

la manera de muerte fue descrita como un “accidente”.  A raíz de 

todo lo anterior, la señora Ortiz Nieves reclamó que sufrió 

intensamente por la pérdida de su padre y por la forma en que 

falleció.  Asimismo, las apeladas estimaron en no menos de 

$700,000.00 los daños sufridos por don Adrián y en $50,000.00 

los daños de la señora Ortiz Nieves.  Adujeron que todos los daños 

se debieron única y exclusivamente a la culpa o negligencia de 

Prosthetics al permitir a don Adrián ir sin asistencia al servicio 

sanitario y quebrantar su deber de cuidado y diligencia.  En 

cuanto a la aseguradora codemandada, Universal, las apeladas 

manifestaron que respondía por existir una póliza de seguros 

vigente al momento en el que ocurrió la caída y que tenía una 

cubierta aplicable al incidente que originó la reclamación de autos.  

Por último, las apeladas informaron que no fue posible resolver la 

controversia de manera extrajudicial. 

El 27 de enero de 2011, las apelantes presentaron una 

Contestación a Demanda.  Básicamente, negaron las alegaciones 

contenidas en la Demanda y sostuvieron que no tenían obligación 

legal de acompañar personas al baño o decidir si iban solos o 

acompañados.  Adujeron que don Adrián no informó que tenía 

necesidad de ir al baño, ni solicitó ayuda para ello.  Por su parte, 

Universal aseveró que no respondía por los daños reclamados por 

las apeladas debido a que no hubo acto negligente o culposo de 

parte de su asegurada.  Indicó que su responsabilidad estaba 
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limitada por los términos y condiciones de la póliza de seguro 

vigente al momento de los hechos. 

Culminados los trámites procesales de rigor, el juicio en su 

fondo fue celebrado los días 25 y 26 de febrero de 2014 y el 25 de 

marzo de 2014.  A la luz de la totalidad de la prueba presentada, el 

14 de mayo de 2014, notificada el 19 de mayo de 2014, el TPI dictó 

la Sentencia apelada en la cual formuló las siguientes 

determinaciones de hechos:  

1. Puerto Rico Prosthetic MGF, Corp. (Prosthetic) 

es una empresa que se dedica a ofrecer prótesis 
a pacientes que hayan perdido alguna 
extremidad. 

 
2. Esta empresa atiende mayormente a una 

población de personas de edad avanzada con 
varios problemas de salud. 

 

3. Debido a una amputación el Sr. Adrián Ortiz 
Natal (don Adrián) utilizaba una prótesis en su 
pierna izquierda. 

 
4. El 22 de febrero de 2008, don Adrián, fue a las 

oficinas de Puerto Rico Prosthetic MGF, Corp., 
para que le ajustaran dicha prótesis. 

 

5. Para llegar a dichas oficinas, personal de 
Prosthetic recogió en su casa a don Adrián.  

 

6. Don Adrián llegó a las oficinas de Prosthetic a 
eso de las 10:00 a.m., durante gran parte de ese 

periodo don Adrián se mantuvo en la recepción 
de las oficinas de Prosthetic. 

 

7. Prosthetic le ofreció almuerzo a don Adrián 
alrededor de las 12:00 p.m. 

 
8. A eso de la 1:00 p.m. don Adrián, solo y en silla 

de ruedas, fue al baño de hombres de Prosthetic.  

A esa hora solo se encontraba en la recepción la 
Sra. María I. Pizarro, secretaria y recepcionista 
de Prosthetic al momento de los hechos. 

 
9. La Sra. María Pizarro no vio a don Adrián 

dirigirse al baño, ni sabe si pidió ayuda para ir 
al baño. 

 

10. Una vez en el baño, don Adrián sufrió una caída. 
 

11. Debido a esa caída don Adrián, tuvo que ser 
llevado de emergencia al hospital y estuvo 
hospitalizado en el Manatí Medical Center, Dr. 

Otero López, donde fue operado y estuvo 
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recluido desde el 22 hasta el 29 de febrero de 
2008. 

 
12. Don Adrián murió el 29 de marzo de 2008, a 

consecuencia de la anterior caída, debido a una 
trombosis coronaria y complicación de trauma 
corporal. 

 
13. Al momento de la muerte, don Adrián tenía 83 

años. 

 
14. Don Adrián sufría de varias condiciones 

médicas, entre ellas, diabetes, insuficiencia 
cardiaca, hipertensión y arteriosclerosis.1 

 

En virtud de las precitadas determinaciones de hechos, el 

foro primario concluyó, en lo pertinente, como sigue: 

Según la prueba presentada ante este tribunal, 

la causa de muerte de don Adrián se debió a la caída 
que sufrió en el baño de Prosthetic.  El patólogo del 
Instituto de Ciencias Forenses de Puerto Rico, el Dr. 

José Torres, declaró que la causa de muerte de don 
Adrián fue por una trombosis coronaria y por 

complicaciones de trauma corporal debido a un 
accidente.  Estos hallazgos merecen toda nuestra 
credibilidad, ya que no tenemos razón alguna para 

dudar de lo declarado por el patólogo de Ciencias 
Forenses.  Esto, porque contrario a la perito de la 
parte demandada, Dra. Yocasta Brugal, quien único 

examinó el cadáver de don Adrián, fue el Dr. José 
Torres.  El Dr. Torres rindió un informe a solicitud, no 

de las demandantes, sino de un funcionario público, el 
Fiscal Ramón Ayende.  Por lo tanto, el Dr. José Torres 
no es perito de la parte demandante, sino de 

ocurrencia, por lo que éste no tiene interés alguno en 
el pleito.  Por el contrario, la Dra. Yocasta Brugal, 

carece del mismo grado de confiabilidad, 
independientemente de sus cualificaciones.  La Dra. 
Brugal no presentó informe pericial en el presente 

caso, ni examinó el cadáver de don Adrián.  Toda su 
declaración se basó en el expediente médico de don 
Adrián, en su experiencia como patóloga y en las notas 

tomadas por el Dr. José Torres.  Además, la Dra. 
Brugal admitió en sala que si hubiese observado fotos 

del cadáver de don Adrián hubiese podido ofrecer un 
mejor diagnóstico de las razones por las cuales éste 
murió, reconociendo así que estaba en peor posición 

que el Dr. José Torres cuando hizo su examen.  En 
adición, la Dra. Brugal reconoció la capacidad del Dr. 

José Torres.  Por lo tanto, a pesar de su edad y de 
todas las condiciones de salud que padecía es nuestra 
conclusión que don Adrián murió a causa de un 

accidente. 
 
[…] 

 

                                                 
1 Véase, Sentencia, Anejo 9 del Apéndice de recurso de apelación, págs. 39-40. 
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Obviamente una población como la que atiende 
Prostethic requiere de más ayuda que casi cualquier 

otro grupo.  Sus clientes tienen claros problemas de 
movilidad, por lo que es lógico pensar que para hacer 

sus necesidades necesitan facilidades especiales y en 
muchos casos ayuda.  Sin embargo, de los testimonios 
de las dos empleadas de Prosthetic, Sra. Lymarie 

Quintana y María Isabel Pizarro surgió, que ellas no 
sabían si al momento de los hechos, el baño público 
para hombres estaba acondicionado para las 

necesidades de la población que atendían.  Las 
testigos declararon en primer lugar que sí, que el baño 

estaba en las condiciones requeridas para atender al 
tipo de clientes que veían, para luego reconocer que 
rea[l]mente no conocían si eso era cierto.  Además, 

Prosthetic no presentó prueba documental o de otro 
tipo que demostrara que el baño estuviese 

acondicionado para la población que atienden.  Ni la 
Sra. Pizarro, ni la Sra. Quintana, tienen conocimiento 
personal de las condiciones en que estaba el baño, y si 

este cumplía con lo requerido, por ejemplo, con el 
American with Disability Act (ADA), pues según 
admitieron en sala, no había documento alguno que 

certificara este hecho, es más, ni siquiera habían 
entrado al baño de hombres para conocer sus 

condiciones.  Esto resulta sorprende[nte].  ¿Por qué 
Prosthetic ni siquiera pudo presentar evidencia de algo 
tan básico como si sus instalaciones cumplían con los 

requeridos en la Ley ADA o cualquier otra ley?  
Prosthetic simplemente presentó testimonio de dos 
personas que no conocían las condiciones en que se 

encontraba dicho lugar.  Por el contrario, si sabemos, 
porque así lo admitió en sala, que parte de los equipos 

del baño se rompieron debido a la caída de don 
Adrián.  Considerando que éste no era una persona 
con sobre peso, que no parecía tener mucha fuerza, 

entonces la prueba sugiere que el baño no cumplía con 
los requerimientos necesarios para la población que 

atiende Prosthetic.  
 
Pero, aún si el baño para hombres de Prosthetic 

cumpliera con las indicaciones de ADA y otras leyes, 
esto no inmunizaría a esta empresa de su 
responsabilidad.  De los hechos surge que don Adrián 

estaba en la sala de espera solo.  Asimismo, la Sra. 
María Pizarro no pudo precisar si don Adrián le pidió 

ayuda para ir al baño a ella o a otro empleado.  La 
señora Pizarro declaró que don Adrián estaba solo en 
la sala de espera y que luego oyó un quejido leve salir 

del baño, aun cuando era la persona que en teoría 
estaba más cerca del difunto al momento de los 

hechos.  Por otro lado, la Sra. Lymarie Quintana 
reconoció que ella no estaba en la sala de espera de 
Prosthetic al momento de los hechos, que el único 

cliente que estaba en dicho lugar era don Adrián y que 
estaba solo.  Sin embargo, señaló que cuando ocurrió 
la caída salió rápidamente a ayudar a don Adrián, 

porque los gritos que éste emitía eran fuertes.  
Además, indicó que ella solicitó dos empleados varones 

para que la ayudaran a sacar a don Adrián del baño.  
Los testimonios de ambas testigos de la parte 



 
 

 
KLAN201400944    

 

7 

demandada se contradicen, pues la Sra. María Pizarro 
quien supuestamente estaba en la sala de espera de 

Prosthetic junto con don Adrián, ni se percató cuando 
éste entró al baño, y que cuando oyó algo, fue un leve 

quejido que salía de este sitio.  Por otro lado, según el 
testimonio de la Sra. Lymarie Quintana, ésta aún 
cuando estaba en otro cuarto, se percató de lo 

ocurrido enseguida por los gritos de dolor de don 
Adrián, y corrió a socorrerlo. 

 

O sea, de estos testimonios tenemos dudas 
serias si al momento de los hechos realmente había 

alguien en la recepción de Prosthetic y si de haberla, 
esta persona estaba pendiente de alguna necesidad de 
don Adrián.  Por lo tanto, aun cuando el baño 

cumpliese con las leyes que regulan los baños para 
personas con impedimentos, Prosthetic, debió tener 

mayores precauciones de las que tuvo con la población 
que atiende y por lo tanto entendemos que fue 
negligente en este caso.2 

 
En atención a lo antes expresado, el foro de instancia les 

impuso a las apelantes el pago de $400,000.00 a favor de las 

apeladas y $50,000.00 a favor de la señora Ortiz Nieves por los 

sufrimientos y angustias mentales, más las costas y gastos del 

pleito.  En desacuerdo con la determinación del TPI, el 17 de junio 

de 2014, las apelantes instaron el recurso de apelación de epígrafe 

y adujeron que el TPI cometió seis (6) errores, a saber: 

Erró el TPI y abusó de su discreción al adoptar 

conclusiones de derecho incongruentes con las 
conclusiones de hecho. 

 
Erró el TPI y abusó de su discreción al declarar con 
lugar la demanda en cuanto a la causa de acción 

heredada por falta de legitimación activa de Adria Ortiz 
por no haberse acreditado como heredera ni 
comparecido al juicio la coheredera y codemandante 

Sol Divina Nieves. 
 

Erró el TPI al admitir en evidencia la prueba médica no 
notificada ni autenticada, a pesar de la oportuna y 
fundada objeción de los demandados.  Erró el TPI al 

no aplicar la presunción de prueba adversa. 
 

Erró y abusó de su discreción el Tribunal de Primera 
Instancia al concluir que la parte demandada incurrió 
en un acto negligente por el cual se le deba imputar 

responsabilidad por los daños sufridos por la parte 
demandante en ausencia de una estricta base de 
correspondencia con la prueba testifical y pericial 

desfilada. 
 

                                                 
2
 Véase, Sentencia, Anejo 9 del Apéndice de recurso de apelación, págs. 43-47. 
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Erró y abusó de su discreción el Tribunal de Primera 
Instancia al compensar a la parte demandante con 

cuantías excesivas por angustias mentales en 
ausencia de una estricta base de correspondencia con 

la prueba desfilada y contrario al derecho aplicable. 
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que la compareciente incurrió en 
temeridad e imponerle el pago de los gastos, costas y 
honorarios de abogado. 

 
 Luego de culminados los trámites apelativos de rigor, 

incluyendo la presentación de la transcripción de la prueba oral, el 

20 de mayo de 2015, las apeladas instaron un Alegato de la Parte 

Apelada.  Con el beneficio de la transcripción de la prueba oral y 

los escritos de las partes, procedemos a exponer el derecho 

aplicable al caso que nos ocupa. 

II. 

A. 

La teoría sobre daños y perjuicios, cimentada en el Artículo 

1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, establece que quien por 

acción u omisión cause daño a otro, mediando culpa o negligencia, 

está obligado a reparar el daño causado.  Fraguada Bonilla v. 

Hosp. Aux. Mutuo, 186 DPR 365, 374 (2012); Cintrón Adorno v. 

Gómez, 147 DPR 576, 598 (1999).  Para hacer una reclamación 

bajo dicho precepto es necesario que concurran los siguientes 

elementos: (1) un acto u omisión negligente o culposa; (2) el daño; 

y (3) la relación causal entre el acto u omisión culposa o negligente 

y el daño sufrido.  Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 

843 (2010); Pons v. Engebretson, 160 DPR 347, 354 (2003); Elba 

A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, 308 (1990). 

Con relación al primer requisito, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado que el concepto “culpa” del Artículo 1802 

del Código Civil, supra, es tan amplio y abarcador como suele ser 

la conducta humana e incluye cualquier falta de una persona que 

produce un mal o daño.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  
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Ahora bien, esta culpa o negligencia consiste en la omisión de 

aquella diligencia que exija la naturaleza de la obligación y que 

corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del 

lugar.  La diligencia exigible en estos casos es la que le 

correspondería ejercer a un buen padre de familia o un hombre 

prudente y razonable.  Nieves Díaz v. González Massas, supra; 

Elba A.B.M. v. U.P.R., supra, a la pág. 309. 

Este deber de cuidado consiste en la obligación de todo ser 

humano de anticipar el peligro de ocasionar daños, cuya 

probabilidad es razonablemente previsible.  Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, a la pág. 844; López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 

119, 132 (2004); H.M. Brau del Toro, Los Daños y Perjuicios 

Extracontractuales en Puerto Rico, 2da ed., San Juan, 

Publicaciones J.T.S. Inc., 1986, Vol. I, pág. 184.  La determinación 

de si hubo negligencia se fundamenta en la consideración objetiva 

de lo que hubiese podido anticipar o prever un hombre prudente y 

razonable bajo idénticas circunstancias.  Nieves Díaz v. González 

Massas, supra.  Este deber de anticipar y evitar la ocurrencia de 

un daño, cuya probabilidad es razonablemente previsible, no se 

extiende a todo riesgo posible.  López v. Dr. Cañizares, supra, a la 

pág. 133; Montalvo v. Cruz, 144 DPR 748, 756 (1998).  Lo medular 

es que se pueda prever en forma general las consecuencias de 

determinada acción o inacción.  Montalvo v. Cruz, supra. 

Por su parte, el elemento de previsibilidad se encuentra 

relacionado con el requisito de nexo causal.  Es menester señalar 

sobre este particular que en nuestra jurisdicción rige la doctrina de 

causalidad adecuada, la cual postula que no es causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, sino la 

que ordinariamente lo produce según la experiencia general.  

Nieves Díaz v. González Massas, supra, citando a Jiménez v. 

Pelegrina Espinet, 112 DPR 700, 704 (1982) y Soc. de Gananciales 
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v. Jerónimo Corp., 103 DPR 127, 134 (1974); Ramos Milano v. Wal-

Mart, 168 DPR 112, 120 (2006).  La relación causal, elemento 

imprescindible en una reclamación por daños y perjuicios, es un 

elemento del acto ilícito que vincula al daño directamente con el 

hecho antijurídico.  Nieves Díaz v. González Massas, supra, a las 

págs. 844-845.  En fin, para determinar cuál fue la causa del daño, 

el demandante tiene que probar que la omisión del demandado fue 

la que con mayor probabilidad ocasionó el perjuicio reclamado.  

Ramos Milano v. Wal-Mart, supra, a la pág. 120. 

De otra parte, el concepto de daño ha sido definido como 

“todo aquel menoscabo material o moral que sufre una persona ya 

en sus bienes vitales naturales, ya en su propiedad o en su 

patrimonio, causado en contravención a una norma jurídica y por 

el cual ha de responder otra”.  Santini Rivera v. Serv. Air, Inc., 137 

DPR 1, 7 (1994).  Véase, además, Nieves Díaz v. González Massas, 

supra, a la pág. 845.  Con relación al nexo causal y la doctrina de 

causa interventora, conviene profundizar en que para determinar 

si un acto constituye o no la causa próxima o suficiente de un 

daño, hay que mirar de manera retroactiva el acto negligente para 

determinar si el mismo produce como consecuencia razonable y 

ordinaria el daño reclamado.  Arroyo López v. E.L.A., 126 DPR 682, 

690 (1990); Estremera v. Inmobiliaria, 109 DPR 852, 857 (1980); 

Soc. de Gananciales v. Jerónimo Corp., supra, a las págs. 133-134. 

B. 

En lo que respecta a la valoración del daño, en los casos de 

daños y perjuicios, específicamente, se ha reconocido que la tarea 

judicial de estimar y valorar los daños resulta difícil y angustiosa 

porque no existe un sistema de computación que permita llegar a 

un resultado exacto con el cual todas las partes queden 

completamente complacidas.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 

DPR 889, 909 (2012).  Es por ello que los tribunales apelativos 
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guardarán deferencia a las valorizaciones de daños que hagan los 

foros de primera instancia, porque son estos los que tienen 

contacto directo con la prueba testifical y quedan en mejor 

posición para emitir un juicio.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra; Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vincéns, 179 DPR 774, 

785 (2010).   

Cónsono con lo anterior, no intervendremos con las 

estimaciones de daños que los tribunales de instancia realicen, 

salvo cuando la cuantía concedida advenga ridículamente baja o 

exageradamente alta.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; 

Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vincéns, supra, a las págs. 784-

785.  Lo anterior, debido a “que ese ejercicio de valoración de 

daños involucra cierto grado de especulación y elementos 

subjetivos, tales como la discreción y el sentido de justicia y 

conciencia humana del juzgador de los hechos”.  Santiago 

Montañez et al. v. Fresenius Medical, res. 6 de mayo de 2016, 2016 

TSPR 76, a las págs. 18-19, 195 DPR ____ (2016), citando a 

Herrera, Rivera v. SLG Ramírez-Vicéns, supra; Publio Díaz v. ELA, 

106 DPR 854, 867-868 (1978); Urrutia v. AAA, 103 DPR 643, 647 

(1975). 

Al revisar una sentencia del Tribunal de Primera Instancia 

que concedió daños, los foros apelativos deben considerar la 

prueba desfilada y concesiones otorgadas en casos similares 

resueltos anteriormente.  Santiago Montañez et al. v. Fresenius 

Medical, supra, a la pág. 19, citando a Rodríguez et al. v. Hospital 

et al., supra; Herrera, Rivera v. SLG Ramírez Vicéns, supra.  A 

pesar de que reconocemos que cada caso es distinto y tiene 

circunstancias particulares, los precedentes son referencia útil 

para la determinación en cuanto a si la compensación es 

exageradamente alta o ridículamente baja.  Rodríguez et al. v. 

Hospital et al., supra, a las págs. 909-910. 
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Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico en 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, a la pág. 914, adoptó un 

método de valoración de daños que utiliza el índice de precios al 

consumidor con año base reciente para actualizar al valor presente 

las compensaciones concedidas en precedentes judiciales.  Al así 

hacerlo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico concluyó que “se hace 

innecesario el ajuste correspondiente al crecimiento económico que 

señala el profesor Amadeo Murga como segunda parte del proceso 

de actualización de las partidas concedidas cuando se utiliza el 

índice de precios al consumidor.”  Al explicar los fundamentos para 

dicha determinación, en Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, a 

las págs. 911-914, el Tribunal Supremo de Puerto Rico explicó, in 

extenso, como sigue: 

El valor adquisitivo del dólar se deriva del índice 

de precios al consumidor.  El Departamento del 
Trabajo y Recursos Humanos, adoptó en el 2009 un 
nuevo índice de precios al consumidor, que utiliza 

como año base el 2006, y dejó atrás la versión anterior 
que utilizaba el 1984 como año base.3  Ese nuevo 

índice de precios se desarrolló en colaboración con el 
Negociado de Estadísticas del Departamento del 
Trabajo Federal.  El libro de Amadeo Murga que 

utilizamos como referencia en Herrera, Rivera v. S.L.G. 
Ramírez-Vicéns, supra, se valía del índice de precios 

que usaba el 1984 como año base. 
 

El índice de precios al consumidor es la 
herramienta que utiliza el Departamento del Trabajo y 
Recursos Humanos para medir los cambios en el costo 

de vida en Puerto Rico.4  Surge de una serie de 
modelos estadísticos, entre los que se encuentra la 
canasta de artículos y servicios.  Esta canasta resulta 

ser una descripción de los gastos usuales en los que 
incurre una familia típica en Puerto Rico en 

determinado momento, a los precios que los venden en 
los lugares en que usualmente los adquieren.5 

                                                 
3 Nota al calce en el original: 

Disponible a través de la página cibernética del Instituto de Estadísticas de 

Puerto Rico:  

http://www.estadisticas.gobierno.pr/iepr/Estadisticas/Basesdedatos/Econom

%C3%[a.aspx#IPC (última visita 5 de junio de 2012).   
4 Nota al calce en el original:  

Informe a la Junta de Directores sobre la concatenación del Índice de Precios al 

Consumidor, 6 de diciembre de 2009, pág. 1.  Disponible en:  

http://cce.estadisticas.gobierno.pr/Documentos/99DBD8CE-B1BB-4D2C-

A2FC-3D52ED53346D/comunicado_20091206.pdf (última visita 20 de junio de 

2012).   
5 Nota al calce en el original: 

Íd., pág. 1. 
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También considera los ingresos.6  Véase, además, A.J. 
Amadeo Murga, El Valor de los daños en la 
responsabilidad civil, 2da ed., España, Bosch Editor, 
2012, págs. 70-71.  Es decir, con el cambio en el año 

base se reconsideran los artículos que se incluyen en 
esa canasta de artículos y servicios, acorde con los 
cambios en el consumo de la población.  J.J. Álvarez 

González y L.M. Pellot Juliá, Responsabilidad Civil 
Extracontractual, 81 Rev. Jur. U.P.R. 661 (2012).  M.Z. 

Olmo Quiñones y J.A. Villeta Trigo, Revisión del Índice 
de Precios al consumidor, 19 (Núm. 54) Rev. Trab. 46 

(abril 2008). 
 

Recientemente, Amadeo Murga publicó una 
nueva edición de su libro.  En ella desfavorece el nuevo 
índice de precios al consumidor.  Su reserva consiste 

en que, según su análisis, con el nuevo índice el costo 
de vida en Puerto Rico resulta más bajo que en 
Estados Unidos lo que entiende contrasta con la 

realidad.  Amadeo Murga, op cit., 2da ed., págs. 71-72.  
El tratadista en su nueva edición prefiere utilizar el 

producto bruto per cápita como herramienta para 
traer al valor presente partidas concedidas en el 
pasado.  Amadeo Murga señala que la Junta de 

Planificación publica consistentemente ese índice, y 
toma en consideración el aumento por inflación y el 

aumento por el nivel de vida.  Amadeo Murga, op cit., 
2da ed., pág. 72.7 

 
Sin embargo, al mismo tiempo Amadeo Murga 

reconoce que el índice de precios al consumidor es el 
mecanismo que más frecuentemente se utiliza para 
computar el valor relativo de la moneda.  Amadeo 

Murga, op cit., 2da ed., pág. 70.  Por ello, no lo 
descarta como alternativa, aunque recomienda que si 
se opta por continuar con su uso, se haga un ajuste 

adicional por el crecimiento económico.  En la primera 
edición de su libro, esa segunda parte del proceso se 

reservó para cuando se traían partidas concedidas 
muchos años antes.  Véase, Amadeo Murga, op cit., 
2da ed., pág. 72; Amadeo Murga, op cit., 1ra ed., págs. 

102-105.  (Énfasis suplido). 
 

En contraste, otros tratadistas continúan 
utilizando el índice de precios al consumidor para 
actualizar al valor presente compensaciones 

concedidas en el pasado y desfavorecen la segunda 
parte del proceso para hacer un ajuste adicional por el 

                                                 
6 Nota al calce en el original: 

Íd. pág. 6. 
7 Nota al calce en el original: 

Cabe destacar que, según el boletín de “Actividad SocioEconómica de Puerto 

Rico” que publica la Junta de Planificación, el Producto Bruto es el valor en el 
mercado de la producción económica que originan los residentes de Puerto Rico. 

Actividad SocioEconómica de Puerto Rico, Junta de Planificación, Volumen IV 

Número 5, Mayo 2012, pág. 4. Esa definición es cónsona con la que provee 

Amadeo Murga, quien indica que “[e]l índice representa el conjunto de bienes y 

servicios producidos por los ciudadanos de Puerto Rico, dividido entre el número 
de habitantes a precios corrientes”.  A.J. Amadeo Murga, El valor de los daños 
en la responsabilidad civil, 2da ed., España, Bosch Editor, 2012, pág. 72.  Es 

decir, mientras el Producto Bruto mide la producción de una localidad, el índice 

de precios al consumidor mide el consumo.   
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crecimiento económico.  Incluso, sostienen esta 
posición al considerar el nuevo índice de precios al 

consumidor, con el 2006 como año base.  Véase 
Álvarez González y Pellot Juliá, supra. 

 
El profesor Álvarez González no ve justificación 

para que se añada una segunda parte al proceso de 

actualizar al valor presente cifras concedidas en el 
pasado cuando se utiliza el índice de precios al 

consumidor, como propone Amadeo Murga.  Sus 
reservas a la segunda parte del proceso se basan en 
que el índice de precios al consumidor ya considera el 

crecimiento económico, y hacer un cálculo adicional 
significaría compensar más a las víctimas presentes, y 
sus familiares, que a las del pasado.  Álvarez González 

y Pellot Juliá, supra. 
 

Según Amadeo Murga, la segunda parte del 
proceso, que en la primera edición de su libro se 
reservaba para aquellos casos que datan de mucho 

tiempo atrás, tiene el propósito de hacer un ajuste 
adicional “para adecuar la compensación a una 

economía que goza de un nivel o estándar de vida 
mayor”.  Entendemos que esa adecuación se hace 
innecesaria cuando, conjunto con el año base, se 

actualiza la canasta de bienes y servicios de la que se 
obtiene el índice de precios al consumidor, que evalúa 

los cambios en los ingresos, así como en los artículos y 
servicios que se consumen.  Es recomendable que se 
haga una revisión del índice de precios cada diez 

años.  Olmo Quiñones y Villeta Trigo, supra, pág. 47. 
Como enfatizan el profesor Álvarez González y Pellot 

Juliá: 
 

Tenemos dudas sobre la 

justificación de hacer ese segundo 
cómputo.  Recuérdese que de lo que se 
trata es de conceder una partida por 

daños morales que carecen de valor 
económico intrínseco que refleje una suma 

que compense esos daños, con vista a las 
ejecutorias judiciales pasadas.  No 
comprendemos por qué deba hacerse un 

cómputo distinto y adicional al que 
pretende conceder hoy un valor 

comparable al que se concedió ayer por 
sufrimientos de intensidad y consecuencia 
psíquica similares.  El único fundamento 

que podría justificar un cómputo adicional 
basado en la mayor calidad de vida actual 
en comparación con el pasado es que la 

intensidad del sufrimiento moral aumenta 
según la sociedad progresa.  Esa premisa 

no parece justificable; no creemos que 
pueda decirse que la intensidad del 
sufrimiento moral de una persona tenga 

relación alguna con ese progreso. 
Pensamos que el sufrimiento de un padre 
o madre por la pérdida de un hijo, por 

ejemplo, presumiendo que exista una 
relación afectiva similarmente estrecha, no 
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varía de época en época.  Álvarez González 
y Pellot Juliá, supra, pág. 677. 

 
Esto nos lleva a concluir que cuando utilizamos 

un índice de precios al consumidor cuyo año base es 
reciente, como en este caso, se hace innecesario el 
ajuste correspondiente al crecimiento económico que 

señala el profesor Amadeo Murga como segunda parte 
del proceso de actualización de las partidas concedidas 

cuando se utiliza el índice de precios al consumidor. 
 
Resulta indispensable señalar que en Santiago Montañez et 

al. v. Fresenius Medical, supra, a la pág. 27, el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico reafirmó lo anterior cuando expuso como sigue: 

[…] Empero, rechazamos realizar el ajuste que 
recomendó Amadeo Murga y adoptamos la postura del 

Prof. José Julián Álvarez González, quien desfavorece 
que se haga un ajuste adicional por el crecimiento 
económico cuando se utiliza el nuevo índice de precios 

al consumidor.  Véase: J.J. Álvarez González y L.M. 
Pellot Juliá, Responsabilidad Civil Extracontractual, 81 

Rev. Jur. UPR 661 (2012).  Así, concluimos que 
cuando utilizamos un índice de precios al consumidor 
cuyo año base es reciente es innecesario realizar el 

ajuste que señala Amadeo Murga como segunda parte 
del proceso de actualización de las partidas 
concedidas.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, 

pág. 914.  Asimismo, establecimos que si del proceso 
de actualización resultan cuantías que consideramos 

muy bajas, puede responder a que las partidas 
concedidas en el pasado también eran muy bajas, por 

lo que procedería aumentar la indemnización a 
concederse si las circunstancias particulares del caso 
lo justifican.  Íd., pág. 915.  Véase también: Álvarez 

González y Pellot Juliá, supra, págs. 678-679. 
 

C. 

En lo pertinente al asunto ante nuestra consideración, el 

Tribunal Supremo ha reconocido la existencia de ciertas 

actividades específicas que conllevan un deber especial de 

vigilancia, cuidado y protección de quien las lleve a cabo hacia el 

público en general o hacia ciertas personas en particular.  Esta 

responsabilidad, que genera un deber de cuidado mayor al exigible 

a una persona cualquiera, se fundamenta en las circunstancias de 

la situación (entiéndase el tiempo, el lugar y las personas), y en las 
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exigencias de la obligación particular en la que se sitúan los 

involucrados.  Administrador v. ANR, 163 DPR 48, 60 (2004).8 

En el caso de una empresa que mantiene abierto al público 

un establecimiento, con el propósito de llevar a cabo operaciones 

comerciales para su propio beneficio, tiene el deber de mantener 

dicho establecimiento en condiciones de seguridad tales que sus 

clientes no sufran daño alguno.  Colón y otros v. K-Mart y otros, 

154 DPR 510, 518 (2001).  Este deber implica que el dueño u 

operador debe ejercer un cuidado razonable para mantener la 

seguridad de las áreas accesibles al público, para que, de ese 

modo, se evite que sus clientes sufran algún daño.  Colón y otros v. 

K-Mart y otros, supra, citando a Soc. Gananciales v. G. Padín Co., 

Inc., 117 DPR 94, 104 (1986). 

En este sentido, los propietarios de establecimientos 

comerciales son responsables por los daños ocasionados a causa 

de aquellas condiciones peligrosas existentes, siempre que estas 

sean conocidas por los propietarios o su conocimiento le sea 

imputable.  Colón y otros v. K-Mart y otros, supra.  Ahora bien, lo 

anterior no significa que el dueño de un establecimiento comercial 

asume una responsabilidad absoluta frente a cualquier daño 

sufrido por sus clientes.  Colón y otros v. K-Mart y otros, supra.  

Para que se le imponga responsabilidad, el demandante tiene que 

probar que el dueño no ejerció el debido cuidado para que el local 

fuese seguro.  Id., a las págs. 518-519.   

A tenor con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha impuesto responsabilidad siempre que el demandante pruebe 

que existían condiciones peligrosas dentro de las tiendas 

correspondientes, “las cuales eran de conocimiento de los 

propietarios o su conocimiento podía imputárseles a éstos”.  Colón 

                                                 
8 Para una lista de los casos que versan sobre tales circunstancias especiales, 
véase Administrador v. ANR, supra, a la pág. 61, n. 9. 
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y otros v. K-Mart y otros, supra, a la pág. 519, citando a Cotto v. 

C.M Ins. Co., 116 DPR 644, 650 (1985).  Para ello, el demandante 

tiene que probar que su daño se debió a la existencia de una 

condición peligrosa, que esa condición fue la que con mayor 

probabilidad ocasionó el daño y que esta era conocida por el 

demandado, o que debió conocerla.  Colón y otros v. K-Mart y otros, 

supra.  Es decir, le corresponde a la parte actora el peso de la 

prueba respecto a la alegada negligencia.  La parte demandante 

tiene la obligación de poner al tribunal en condiciones de poder 

hacer una determinación clara y específica sobre negligencia 

mediante la presentación de prueba a esos efectos.  Cotto v. C.M 

Ins. Co., supra, a las págs. 650-651.    

En Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 DPR 711, 724 

(2000), el Tribunal Supremo de Puerto Rico resumió la norma de la 

siguiente manera: 

El mero hecho de que acontezca un accidente, 
no da lugar a inferencia alguna de negligencia.  […]  El 

Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico, supra, fuente 
de nuestro derecho de daños, no permite tal 

conclusión.  Para que prospere una acción en daños 
en nuestra jurisdicción, es preciso que el demandante 
demuestre, por preponderancia de prueba, la realidad 

del daño sufrido, la existencia de un acto u omisión 
negligente y, además, el elemento de causalidad.  La 

suficiencia, contundencia o tipo de prueba presentada, 
así como el valor que los tribunales le darán, 
dependerá, naturalmente, de las circunstancias 

particulares de cada caso de conformidad con nuestro 
derecho probatorio.  Sin embargo, la prueba 

presentada deberá demostrar que el daño sufrido se 
debió con mayores probabilidades a la negligencia que 
el demandante imputa.  Se requiere, además, que la 

relación de causalidad entre el daño sufrido y el acto 
negligente no se establezca a base de una mera 
especulación o conjetura.  […] (Citas omitidas) (Énfasis 
en el original).  

 

Específicamente en cuanto a casos de daños y perjuicios a 

consecuencia de caídas, la parte demandante debe probar como 

parte esencial de la causa de acción que ejercita, la existencia de la 

condición de peligrosidad que ocasionó la caída.  Cotto v. C.M Ins. 

Co., supra, a la pág. 651.  A tales efectos, el Tribunal Supremo de 
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Puerto Rico expresó en Cotto v. C.M Ins. Co., supra, que el hecho 

escueto, aunque incontrovertido, de que un demandante resbaló 

mientras caminaba en dirección a unas escaleras, como 

consecuencia de lo cual se cayó y sufrió daños, es insuficiente para 

imponer responsabilidad a un demandado.  Se requiere que el 

demandante establezca la negligencia del demandado como causa 

del resbalón y la caída.  Id., a la pág. 652. 

D. 

Por último, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

puntualizado reiteradamente que los tribunales apelativos no 

debemos intervenir con la apreciación de la prueba, la 

adjudicación de credibilidad y las determinaciones de hechos del 

juzgador de los hechos.  Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 

717, 741 (2007).  Ahora bien, tal deferencia judicial no es de 

carácter absoluto, pues la misma debe ceder ante las posibles 

injusticias que puedan acarrear unas determinaciones de hechos 

que no estén sustentadas por la prueba desfilada ante el foro 

primario.  Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 797, 798 (2002). 

Entretanto, se podrá intervenir cuando la apreciación de la 

prueba no represente el balance más racional, justiciero y jurídico 

de la totalidad de la prueba y cuando la apreciación de la misma se 

distancia “de la realidad fáctica o ésta [es] inherentemente 

imposible o increíble”.  González Hernández v. González 

Hernández, 181 DPR 746, 777 (2011); Pueblo v. Santiago et al., 176 

DPR 133, 148 (2009).  Asimismo, se exceptúan de la regla de 

deferencia las determinaciones de hechos que se apoyan 

exclusivamente en prueba documental o pericial, ya que los 

tribunales apelativos están en idéntica posición que el foro inferior 

al examinar ese tipo de prueba.  González Hernández v. González 

Hernández, supra. 
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En síntesis, si no percibimos que el foro recurrido haya 

cometido un error manifiesto en la aplicación del derecho, que 

haya indicios de pasión, prejuicio o parcialidad en la apreciación 

de la prueba, no nos corresponde sustituir su juicio por nuestras 

apreciaciones, basadas en un examen del expediente del caso, 

excepto si luego de realizar un balance racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba y de los documentos que 

obran en autos, llegamos a unas conclusiones distintas a las del 

foro primario.  González Hernández v. González Hernández, supra.  

Por esta razón, nuestra intervención con la evaluación de la prueba 

testifical realizada por el TPI solamente procederá en los casos en 

los que el análisis integral de dicha evidencia nos cause una 

insatisfacción o una intranquilidad de conciencia a tal extremo que 

se estremezca nuestro sentido básico de justicia.  González 

Hernández v. González Hernández, supra. 

Cónsono con los principios antes delineados, procedemos a 

resolver los planteamientos esbozados por las apelantes. 

III. 

 En su primer señalamiento de error, las apelantes 

argumentaron que el foro primario incidió y abusó de su discreción 

al establecer conclusiones de derecho alegadamente incongruentes 

con las determinaciones de hechos.  Las apelantes sostuvieron que 

la Sentencia apelada es un mero proyecto de sentencia, cuyas 

determinaciones de hechos carecen de alguna conclusión sobre la 

ocurrencia de un acto negligente o de un nexo causal.  No les 

asiste la razón a las apelantes. 

 De entrada, resulta menester aclarar que el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico, en innumerables ocasiones, ha expresado 

que la costumbre de los tribunales de instancia de solicitar que las 

partes le presenten proyectos de sentencia no es de por sí una 

mala práctica y que es responsabilidad de los jueces escudriñar 



 
 

 
KLAN201400944 

 

20 

estos escritos y evaluar su contenido, de manera que no deleguen 

en otros su función adjudicativa.  Nieves Díaz v. González Massas, 

supra, a la pág. 854.   

Una minuciosa lectura de la Sentencia apelada revela que el 

TPI realizó un estudio cuidadoso de la prueba presentada durante 

el juicio en su fondo y que sus determinaciones de hechos son el 

resultado lógico del análisis de la referida prueba.  Asimismo, cabe 

destacar que las apelantes no anejaron una copia del alegado 

proyecto de sentencia presentado por las apeladas o de alguna 

orden emitida por el TPI en solicitud de dicho escrito.  Por ende, 

resolvemos que las apelantes no nos han puesto en condiciones de 

concluir que la juzgadora de instancia adoptó íntegramente un 

proyecto de sentencia o que no realizó un análisis ponderado de la 

prueba presentada por las partes.   

A su vez, contrario a lo aducido por las apelantes, de una 

mera lectura de las determinaciones de hechos de la Sentencia se 

desprende con meridiana claridad que el foro primario determinó 

que el 22 de febrero de 2008, don Adrián sufrió una caída en el 

baño del establecimiento de Prosthetics; que la recepcionista de 

dicho establecimiento no vio a don Adrián dirigirse al baño; no 

sabía si este solicitó ayuda para dirigirse allí; y que su muerte fue 

a consecuencia de las complicaciones de salud provocadas por 

dicha caída.  Entendemos que lo anterior dista muy lejos de 

constituir una “incongruencia” con las conclusiones sobre 

negligencia y nexo causal que posteriormente realizó el foro 

primario en la Sentencia apelada.   

Por otro lado, resulta menester clarificar que la Regla 607(F) 

de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R. 607(F), le confiere al juzgador de 

los hechos la facultad de, a iniciativa propia, llamar a testigos a 

declarar, y realizar preguntas en cualquier momento para aclarar 

sus dudas o aclarar el récord.  Lo anterior, siempre que el juzgador 
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no vulnere la imparcialidad que su alto oficio reclama, y siempre 

que su conducta se mantenga dentro de las normas de sobriedad y 

equilibrio que impiden que el juez sustituya, en vez de que 

complemente, la labor del representante legal.9  La revisión de la 

totalidad de la transcripción de la prueba oral vertida en el juicio 

en su fondo, no demuestra que la conducta de la Jueza de 

Instancia se apartara de las normas de sobriedad y equilibrio que 

su quehacer le exige.  Tampoco surge que dicha Magistrado se 

convirtiera en abogada de alguna de las partes.  Por el contrario, 

las preguntas que realizó evidencian su amplia discreción para 

manejar los asuntos en su sala y carecen de prejuicio o 

parcialidad.  En consecuencia, sostenemos que no se cometió el 

primer error señalado.   

En su segundo señalamiento de error, las apelantes 

plantearon que incidió el foro primario al declarar Ha Lugar la 

Demanda instada por las apeladas, toda vez que estas 

presuntamente no demostraron tener legitimación activa para 

entablar la Demanda de autos.  Ello así, ya que alegadamente no 

se acreditó de manera fehaciente que la señora Ortiz Nieves fuera 

heredera de don Adrián y ante la incomparecencia al juicio de la 

coheredera y codemandante, la Sra. Sol Divina Reyes Nieves (en 

adelante, la señora Reyes Nieves).  Al amparo de la “regla de la 

mejor evidencia”, arguyen que incidió el foro a quo al aceptar una 

copia simple del testamento de don Adrián y que, por esta razón, 

no se acreditó la legitimación activa de las codemandantes, aquí 

apeladas, como coherederas y miembros de la aludida Sucesión.  

Tampoco les asiste la razón a las apelantes en su planteamiento. 

Nuestro ordenamiento procesal civil tiene como principio 

rector que todo procedimiento debe resolverse de la manera más 

                                                 
9 De acuerdo a la propia Regla 607(F), supra, el juzgador “debe evitar convertirse 

en abogado o abogada de una de las partes, evitando sugerir a la persona 

declarante una respuesta en particular.” 
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justa, rápida y económica posible.  Regla 1 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V R.1.  De conformidad con este principio, la Regla 

16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R.16.1, dispone que: 

“[l]as personas que tengan un interés común sin cuya presencia no 

pueda adjudicarse la controversia, se harán partes y se 

acumularán como demandantes o demandadas, según 

corresponda.  Cuando una persona que deba unirse como 

demandante rehúse hacerlo, podrá unirse como demandada.”  La 

referida regla recoge el concepto de parte indispensable como 

aquella persona que tiene un interés común sin cuya presencia no 

pueda adjudicarse la controversia.  Colón Negrón et al. v. Mun. 

Bayamón, 192 DPR 499, 510 (2015), citando a Cirino González v. 

Adm. Corrección et al., 190 DPR 14, 46 (2014).  El objetivo de esta 

regla es evitar la multiplicidad de pleitos y proteger a las personas 

ausentes o excluidas de un pleito de los posibles efectos 

perjudiciales de una sentencia.  Id.; véase, además, Mun. de San 

Juan v. Bosque Real S.E., 158 DPR 743, 756 (2003).   

Ciertamente, una sucesión no tiene personalidad jurídica 

independiente de los miembros que la componen.  Vilanova et al. v. 

Vilanova, et al., 184 DPR 824, 839 (2012).  Además, todos los 

miembros de una sucesión son parte indispensable en el pleito.  

Por lo tanto, para que un tribunal pueda resolver una controversia 

en la cual una sucesión sea parte, ya sea demandante o 

demandada, debe incluirse a todos los miembros que componen la 

sucesión.  Echevarría v. Sucesión Pérez Meri, 123 DPR 664, 687 

(1989).  Es decir, los miembros de una sucesión que sean parte de 

un pleito deben ser traídos al pleito en su carácter individual para 

que el Tribunal adquiera jurisdicción sobre su persona.   

En el caso de autos, las codemandantes-apeladas, la señora 

Ortiz Nieves, hija de don Adrián, y la señora Reyes Nieves, 

hermana por parte de madre de la primera e hija de crianza de don 
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Adrián, comparecieron ante el TPI representadas por abogado al 

incoar la Demanda que inició el pleito de autos.  Al así actuar, las 

apeladas, miembros de la Sucesión de don Adrián, se sometieron 

voluntaria y expresamente a la jurisdicción del Tribunal General de 

Justicia.  Por lo tanto, es erróneo argüir que el foro apelado carecía 

de legitimación activa sobre las apeladas ante la ausencia en la 

vista del juicio de la señora Reyes Nieves, coheredera-apelada y 

miembro de la Sucesión de don Adrián.   

Por otro lado, la Regla 1002 de Evidencia, 32 LPRA Ap. V R. 

1002, mejor conocida como la “regla de la mejor evidencia”, 

establece que cuando se pretenda comprobar el contenido de un 

escrito, grabación o fotografía, se requerirá que se presente el 

original de estos.  El profesor Ernesto Chiesa ha aclarado que la 

aludida regla no tiene el alcance de prohibir la presentación de 

evidencia secundaria.  Está permitido probar un hecho mediante 

cualquier evidencia pertinente, siempre y cuando no sea de 

aplicación alguna regla de exclusión.  Añade que la Regla 1002, 

supra, no es una regla de preferencia de evidencia primaria o con 

mayor probatorio sobre evidencia secundaria o de menor valor 

probatorio.  Tampoco requiere probar la ausencia o disponibilidad 

de la primaria.  La regla de la mejor evidencia únicamente se activa 

cuando el proponente pretende probar el contenido de un escrito, 

grabación o fotografía.  La regla no exige que el proponente que 

quiere probar ese hecho lo haga mediante el contenido del escrito y 

solo se permita el otro medio probatorio en ausencia del escrito.  E. 

Chiesa, Reglas de Evidencia de Puerto Rico 2009, Análisis por el 

Prof. Ernesto L. Chiesa, Estados Unidos, Pubs. JTS, 2009, pág. 

309. 

El pleito de autos no es uno de derecho sucesorio, por lo que 

no había que determinar la validez del testamento que otorgó don 

Adrián o la distribución de los bienes del caudal.  Por consiguiente, 
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dictaminamos que no era aplicable la regla de la mejor evidencia 

en cuanto a la copia del testamento que presentaron las apeladas.  

Asimismo, cabe destacar que el testimonio de un solo testigo que 

le merezca credibilidad al juzgador es prueba suficiente para 

probar un hecho.  Véase, Regla 110(d) de Evidencia, 32 LPRA Ap. V 

R. 110(d).  En el caso que nos ocupa, además de la copia del 

testamento abierto, el TPI tuvo ante sí el testimonio no 

controvertido de la señora Ortiz Nieves y quedó convencido de que 

la señora Ortiz Nieves era hija de don Adrián, y su hermana por 

parte de madre, la señora Reyes Nieves, era heredera de don 

Adrián.10  Las apelantes no han demostrado que el foro a quo 

actuó con pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto en su 

apreciación de la prueba.  Al no existir razón para intervenir con la 

determinación del foro de instancia, resolvemos que el segundo 

señalamiento de error aducido por las apelantes no fue cometido. 

De otra parte, en su tercer señalamiento de error, las 

apelantes adujeron que incidió el foro primario al admitir prueba 

médica que alegadamente no les fue notificada oportunamente, ni 

debidamente autenticada.  Argumentaron en la Sentencia apelada 

que el TPI hizo alusión a prueba documental que no fue 

debidamente identificada en el Informe de Conferencia con 

Antelación al Juicio, ni fue presentada conforme a derecho.  En 

específico, el Informe de autopsia, los expedientes médicos de don 

Adrián de la Corporación Las Vegas y del Manatí Medical Center, y 

el expediente médico de APS de la señora Ortiz Nieves.  En 

atención a ello, las apelantes arguyeron que es aplicable la 

presunción establecida por la Regla 304(5) de Evidencia, 32 LPRA 

Ap. VI R. 304(5), en cuanto a que “[t]oda evidencia voluntariamente 

suprimida resultará adversa si se ofreciere”.  Añadieron que, por 

ser prueba de referencia, dichos documentos eran inadmisibles.  

                                                 
10 Transcripción de la prueba oral, vista del 25 de febrero de 2014, págs. 27-29. 
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Por lo tanto, las apelantes sostuvieron que al objetar 

oportunamente la admisión de dicha prueba y en vista de que la 

misma tuvo un efecto sustancial en la Sentencia apelada, debemos 

concluir que hubo un error perjudicial que requiere la revocación 

de la Sentencia.  No les asiste la razón a las apelantes en su 

argumento. 

En cuanto a la admisibilidad del Informe de autopsia, el foro 

primario resolvió que procedía su admisibilidad debido a que era 

un documento público.11  Constituye norma trillada de nuestro 

ordenamiento que la prueba de referencia no es admisible, ya que 

la parte que se ve afectada por la declaración no tiene la 

oportunidad de confrontarse con el declarante, salvo en varias 

excepciones.  Véase, Regla 804 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R. 

804.  No obstante, los documentos públicos son una de las 

excepciones a la regla de exclusión general de la prueba de 

referencia.  Véase, Regla 805(H) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R. 

805(H).12  Al inicio de la vista del juicio en su fondo celebrada el 25 

de febrero de 2014, la representante legal de las apelantes explicó 

que a la copia del Informe de autopsia que le fue notificado con 

anterioridad, le faltó la página número dos (2) y que dicha página 

se le entregó el día de esa vista.  Añadió que tampoco se le 

                                                 
11 Transcripción de la prueba oral, vista del 25 de febrero de 2014, pág. 7. 
12 La Regla 805(H) de Evidencia, supra, establece lo siguiente: 

Aun cuando la persona declarante esté disponible como testigo, una 

declaración no estará sujeta a la regla general de exclusión de prueba de 

referencia en las siguientes circunstancias: 
… 

(H) Récords e informes públicos: Cualquier forma de récords, informes, 

declaraciones o compilaciones de datos de oficinas o agencias 

gubernamentales que describan (1) las actividades que se realizan en 

dicha oficina o agencia; (2) los asuntos observados conforme al deber 
impuesto por ley de informar sobre dichos asuntos, excluyendo, sin 

embargo, en los casos criminales, cualquier asunto observado por 

oficiales de policía y otro personal del orden público; o (3) en casos o 

procedimientos civiles y en casos criminales en contra del gobierno, las 

determinaciones de hecho que surjan de una investigación realizada 

conforme a la autoridad que confiere la ley.  El informe se excluirá 
cuando las fuentes de información u otras circunstancias inspiren falta 

de confiabilidad. 
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notificaron las copias de los expedientes médicos de don Adrián.  

Por ende, solicitó que se eliminara dicha prueba.13   

El representante legal de las apeladas, por su parte, explicó 

que también le faltó la segunda página en su copia del Informe y 

que no fue sino hasta el día de la vista en su fondo que el Dr. José 

V. Torres, patólogo del Instituto de Ciencias Forenses y quien le 

realizó la autopsia al cuerpo de don Adrián, le entregó la página 

que faltaba.14  Indicó que podía presentar el Informe de autopsia 

original del Instituto de Ciencias Forenses para luego solicitar el 

desglose y sustituirlo por una copia simple.  El foro primario 

estuvo de acuerdo y, como señaláramos previamente, admitió el 

Informe de autopsia por ser un documento público.   

La determinación a la cual arribó el TPI no resulta 

equivocada, toda vez que al esgrimir los parámetros del derecho 

probatorio para dilucidar la confiabilidad y suficiencia del 

documento cuestionado, nos encontramos con que se trata de un 

documento expedido y suscrito por un patólogo forense durante el 

desempeño de un procedimiento médico aceptado y requerido por 

un Fiscal.  Resulta evidente que el mismo debía ser catalogado 

como admisible, en atención a la excepción a la prueba de 

referencia contenida en la Regla 805(H) de Evidencia, supra.  Por 

cierto, cabe señalar que el aludido documento era también 

admisible al amparo de la Regla 802 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI 

R. 802, como una declaración anterior, en vista de que el patólogo 

forense testificó en el juicio en su fondo y estuvo sujeto a un 

contrainterrogatorio.   

En cuanto al expediente médico de don Adrián, el 

representante legal de las apeladas aclaró durante la vista en su 

fondo que presentaría el expediente de la Dra. Celestina Febles, 

                                                 
13 Id., a la pág. 10. 
14 Id. 
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cuya copia les fue entregado oportunamente a las apelantes y 

quien estaba anunciada como testigo de las apeladas.15  Hemos 

revisado el Informe Sobre Conferencia Preliminar Entre Abogados y 

en cuanto al record médico de don Adrián, el Informe Sobre 

Conferencia Preliminar Entre Abogados establece que se presentará 

“el expediente médico de don Adrián Ortiz Natal”.  A pesar de que 

las apelantes hicieron referencia durante la vista en su fondo a 

expedientes médicos de la Corporación Las Vegas y del Manatí 

Medical Center, lo cierto es que en el referido Informe Sobre 

Conferencia Preliminar Entre Abogados no se hizo alusión 

específica alguna a dichos documentos.  Sabido es que una vez 

es aprobado por el TPI, el Informe de Conferencia Preliminar entre 

Abogados sienta la pauta y rige el caso.  A su vez, prueba que no 

se evidencie en el Informe, como regla general, no debe permitirse 

su presentación en juicio.  F.D.I.C. v. Caribbean Mttg. Ins Agency, 

123 DPR 247, 260 (1989); Vélez Rodríguez v. Amaro Cora, 138 DPR 

182, 194 (1995).16  Resulta imprescindible destacar que uno de los 

propósitos de la Conferencia con Antelación al Juicio es evitar que 

la prueba a ser utilizada durante el juicio constituya sorpresa para 

cualquiera de las partes.   

En el caso de autos, al quedar fuera del Informe Sobre 

Conferencia Preliminar Entre Abogados, las apeladas no tenían 

obligación alguna de entregarles a las apelantes los expedientes 

médicos antes aludidos.  Por el contrario, debido a que las 

apeladas anunciaron como parte de su prueba documental en el 

referido Informe Sobre Conferencia Preliminar Entre Abogados “el 

expediente médico de don Adrián Ortiz Natal”, entendemos que la 

presentación del expediente médico de don Adrián elaborado por la 

Dra. Celestina Reyes no constituía sorpresa alguna.  Inclusive, las 
                                                 
15 Transcripción de la prueba oral, vista de 25 de febrero de 2014, pág.16. 
16 Hacemos referencia a opiniones del Tribunal Supremo de Puerto Rico dictadas 
bajo la vigencia de las Reglas de Evidencia anteriores por contener el mismo 

principio de derecho evidenciario en discusión. 
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apelantes aclararon durante el juicio en su fondo que previamente 

habían recibido copia del expediente médico que se presentó en el 

juicio en su fondo.17  Por consiguiente, la objeción presentada por 

la representante legal de las apelantes durante el juicio a los 

efectos de que la prueba médica no había sido anunciada en el 

Informe Sobre Conferencia Preliminar Entre Abogados, era 

improcedente.  Tampoco pasa por inadvertido que la representante 

legal de las apelantes admitió en el recurso de apelación que su 

perito, la Dra. Yocasta Brugal, examinó los expedientes médicos de 

don Adrián, en específico “de la Dra. Febles, Corporación Las 

Vegas, expediente de Manatí Medical Center, de PPR…”.18  

Por otro lado, con relación al expediente médico de la señora 

Ortiz Nieves, la abogada de las apelantes alegó durante el juicio en 

su fondo que no le fue remitido oportunamente.19  A su vez, el 

abogado de las apeladas indicó que cuando se le tomó una 

deposición a la señora Ortiz Nieves, se le entregó a la representante 

legal de las apelantes copia del expediente médico de la señora 

Ortiz Nieves.  No obstante, la representante legal de las apelantes 

sostuvo que solicitó que se le actualizara el expediente, lo cual 

alegó no se hizo.   

Resulta menester puntualizar que en el Informe Sobre 

Conferencia Preliminar Entre Abogados las apeladas anunciaron 

como parte de la prueba documental el “Expediente médico de 

doña Adria Ortiz Nieves.”  Sin embargo, en la Sentencia apelada, 

no figura el expediente médico de la señora Ortiz Nieves como 

parte de la prueba documental admitida en el juicio.  Asimismo, de 

la transcripción de la prueba oral del juicio en su fondo, no se 

desprende que el referido expediente médico fuera presentado y 

admitido.  Ciertamente, el expediente médico de la señora Ortiz 

                                                 
17 Transcripción de la prueba oral, vista de 25 de febrero de 2014, pág. 106. 
18 Véase, recurso de apelación, pág. 21.   
19 Transcripción de la prueba oral, vista de 25 de febrero de 2014, pág. 20. 
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Nieves constituye prueba que fue voluntariamente suprimida.  Es 

decir, se anunció la presentación del expediente médico de la 

señora Ortiz Nieves, luego no se presentó durante el juicio en su 

fondo y no se puso a la disposición de las apelantes.  Por lo tanto, 

se activó la presunción sobre evidencia adversa establecida por la 

Regla 304(5) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R. 304(5).20 

Claro está, la aludida presunción es de tipo controvertible 

debido a que admite prueba en contrario para derrotar su 

aplicación automática al caso.  Por ende, aun cuando operase la 

presunción establecida en la Regla 304(5) de Evidencia, supra, las 

apeladas podían presentar otra prueba, como en efecto hicieron, 

consistente en el testimonio de la señora Ortiz Nieves en cuanto a 

su estado de salud emocional tras la caída y muerte de don Adrián.  

En torno a este particular, la señora Ortiz Nieves declaró en la 

vista en su fondo que se sentía mal por no haber estado presente 

en las oficinas de Prosthetics cuando don Adrián se cayó y “no 

poder ayudarlo totalmente”.21  Añadió que, después de la muerte 

de don Adrián, padecía de depresión, se trataba con un psiquiatra, 

y tomaba medicamentos para la depresión y para dormir.22  La 

señora Ortiz Nieves expresó que toda su calidad de vida se afectó 

luego de la muerte de su padre.23  Reiteró que se sentía triste y 

angustiada por no poder aliviar el dolor a su padre, don Adrián, y 

que tenía problemas para dormir.24  Del expediente ante nuestra 

consideración se desprende con meridiana claridad que el tribunal 

sentenciador creyó dicha prueba y la estimó suficiente para hacer 

sus determinaciones de hechos, por lo que resolvemos que la 

                                                 
20 La Regla 304(5) de Evidencia, supra, dispone como sigue: 

Las presunciones son aquéllas establecidas por ley o por decisiones 
judiciales.  Entre las presunciones controvertibles se reconocen las 

siguientes:  

[…] 

(5) Toda evidencia voluntariamente suprimida resultará adversa si se 

ofreciere. 
21 Transcripción de la prueba oral, vista de 25 de febrero de 2014, pág. 48. 
22 Id., a las págs. 55-56. 
23 Id., a la pág. 57. 
24 Id., a la págs. 82 y 92. 
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presunción quedó rebatida.  En atención a todo lo anterior, resulta 

forzoso concluir que el tercer error aducido por las apelantes no 

fue cometido.   

Las apelantes adujeron, como cuarto señalamiento de error, 

que indició el tribunal de instancia al concluir que Prosthetics 

incurrió en un acto negligente y era responsable por los daños 

causados a don Adrián y a su hija, a raíz de la caída que este 

sufrió el 22 de febrero de 2008 en el baño de hombres de 

Prosthetics.  Explicaron que la prueba presentada por las 

apelantes no logró establecer que la caída de don Adrián se debió a 

que Prosthetics mantenía una condición peligrosa en el baño de 

hombres y que dicha condición peligrosa fue el factor que con 

mayor probabilidad ocasionó el daño sufrido.  Las apelantes 

sostuvieron que mediante el testimonio de su perito, la Dra. 

Yocasta Brugal, demostraron la inexistencia de una relación causal 

entre la muerte de don Adrián y la caída que sufrió en el baño de 

hombres de Prosthetics.  No les asiste la razón a las apelantes en 

su argumento. 

 De acuerdo al marco doctrinal antes expuesto, la parte 

promovente de una acción en daños y perjuicios tiene el deber de 

probar, mediante preponderancia de prueba, la existencia de un 

deber jurídico de actuar de quien se reclama, que de haber 

actuado no hubiera ocurrido el daño y que ello era previsible para 

dicha parte.  En el caso particular de daños ocasionados por 

caídas en establecimientos comerciales, el propietario será 

responsable si se demuestra la existencia de condiciones 

peligrosas, siempre que estas sean conocidas o su conocimiento le 

sea imputable.  Luego, la parte promovente deberá probar los 

daños que alega fueron causados por la negligencia del reclamado.  

En ausencia de dicha prueba, no se establece la causa de acción 

en daños y perjuicios, y la parte promovente no será indemnizada 
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por cualesquiera daños que haya sufrido.  Claro está, la prueba 

testifical debe pasar el crisol de la credibilidad que le merezca al 

foro sentenciador, es decir, que la apreciación de la prueba debe 

representar el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la prueba.  Véase, Colón y otros v. K-Mart y otros, 

supra.  

A la luz de la totalidad de la prueba testifical y documental 

desfilada durante el juicio en su fondo, surge inequívocamente que 

el 22 de febrero de 2008, don Adrián fue buscado en su residencia 

y llevado a las facilidades de Prosthetics por personal de dicho 

establecimiento, por motivo de una cita para ajuste de una prótesis 

bajo la rodilla de la extremidad inferior izquierda.  Luego de 

transcurridas varias horas, todavía en las facilidades de 

Prosthetics, don Adrián se trasladó en su sillón de ruedas, sin la 

prótesis colocada y sin asistencia, hasta el baño de hombres en 

donde se cayó.  Don Adrián trató de agarrarse del lavamanos y de 

la barra de seguridad.  A pesar de su edad avanzada y de ser una 

persona delgada, el lavamanos y la barra de seguridad se 

desprendieron de la pared y el lavamanos le cayó encima. 

A consecuencia de la caída, don Adrián sufrió una fractura 

del fémur izquierdo que fue corregida quirúrgicamente, mediante la 

colocación de una varilla de metal.  Don Adrián estuvo 

hospitalizado durante (7) días hasta el 28 de febrero de 2008 en el 

Manatí Medical Center.  A raíz de la caída que ocasionó la fractura 

de su fémur izquierdo, don Adrián quedó encamado y padeció de 

intensos dolores, hematomas, úlceras por presión, inflamación del 

área pélvica y de los genitales.  Resulta menester señalar que antes 

de la caída, don Adrián vivía solo y realizaba algunas tareas 

simples del diario vivir y de cuidado propio de forma 

independiente.  A partir de la caída, don Adrián quedó encamado y 

dependiente del cuidado de otros, primordialmente de su hija, la 



 
 

 
KLAN201400944 

 

32 

señora Ortiz Nieves.  Como consecuencia directa de quedar 

encamado, don Adrián desarrolló úlceras por decúbito. 

Posteriormente, don Adrián fue hospitalizado del 7 al 20 de 

marzo de 2008.  Al cabo de varios días de haber sido dado de alta, 

don Adrián falleció el 29 de marzo de 2008.  Realizada la autopsia 

de rigor y por orden del Ministerio Público, el Dr. José V. Torres, 

patólogo del Instituto de Ciencias Forenses, emitió un Informe de 

autopsia y certificó que la causa de muerte de don Adrián fue una 

trombosis coronaria y complicaciones de trauma corporal 

secundarias a un accidente. 

A pesar de su edad avanzada y de tener varias condiciones 

de salud, tales como diabetes, hipertensión, insuficiencia 

coronaria, arterioesclerosis y cardiomegalia, coincidimos con el 

foro sentenciador en que la muerte de don Adrián fue precipitada 

por la caída que sufrió en el establecimiento de Prosthetics.  

Asimismo, al desprenderse de la pared parte de los aditamentos 

del baño de hombres de Prosthetics cuando don Adrián intentó 

agarrarse para no caerse, resulta forzoso concluir que los baños de 

Prosthetics no reunían los requisitos necesarios para atender las 

necesidades de la clientela que atiende y representaban una 

condición peligrosa para los usuarios y visitantes.  A su vez, quedó 

demostrado el desconocimiento del personal de Prosthetics en 

cuanto a los estándares de seguridad de los baños que deben 

cumplir establecimientos que ofrecen servicios ortóticos y 

prostéticos.   

Es imprescindible destacar que la coordinadora de servicios 

de Prosthetics, la Sra. María I. Pizarro, y quien se encontraba en el 

área de recepción al momento de la caída de don Adrián, no pudo 

explicar cómo este, una vez en recepción, logra acceso al baño de 

caballeros.  Lo anterior, sin solicitar ayuda o permiso para entrar 

al baño, a pesar de que ella controlaba el acceso de la puerta que 
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tiene un dispositivo de seguridad y que separa el área de recepción 

del área donde se proveen los servicios.  Contrario a lo aducido por 

las apelantes, entendemos que todo lo antes expresado demuestra 

la existencia de un nexo causal entre la negligencia que le fue 

imputada a Prosthetics y el daño sufrido por don Adrián.   

Por otro lado, las apelantes plantearon que incidió el foro 

primario al permitirle al Dr. José V. Torres declarar como perito en 

cuanto a la causa de muerte de don Adrián, a pesar de ser perito 

de ocurrencia.  Tampoco les asiste la razón a las apelantes.  El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha trazado la doctrina relativa a 

la utilización de prueba pericial en los tribunales.  A tenor con lo 

anterior, ha delineado tres (3) tipos de peritos capaces de testificar 

en un juicio, a saber: (1) perito de ocurrencia; (2) perito en general; 

y (3) perito intermedio.   

En lo pertinente a la controversia que atendemos, cabe 

señalar que los peritos de ocurrencia son aquellos “que de 

antemano han obtenido conocimiento extrajudicial de los hechos a 

través de observaciones directas o por participación en eventos 

subsiguientemente pertinentes a la litigación”.  San Lorenzo Trad., 

Inc. v. Hernández, 114 DPR 704, 718 (1983).  Básicamente, son 

personas que poseen información irreemplazable y que utilizan 

su entrenamiento especializado para interpretar los sucesos.  

Id.  (Énfasis nuestro).  Aunque “[c]omo regla general, [a estos 

peritos] se [les] consideran testigos ordinarios a todos los efectos...”  

Boitel Santana v. Cruz, 129 DPR 725, 732 (1992), cuando declara 

en juicio una persona que tiene doble cualidad, la de perito y a la 

vez la de testigo, su testimonio estará sujeto a las Reglas de 

Evidencia aplicables a ambas pruebas testimoniales.  San 

Lorenzo Trad., Inc. v. Hernández,  supra, a la pág. 714.  Los peritos 

de ocurrencia están obligados a deponer “sobre sus vivencias en 

ocasión de haber confeccionado su informe, las cuales 
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naturalmente recogen sus impresiones empíricas e incluyen 

sus apreciaciones subjetivas de índole técnica y valorativa… 

Su testimonio estará limitado al ámbito del informe y opinión 

formada (already formed opinion)”.  San Lorenzo Trad., Inc., supra, 

a la pág. 719.  (Énfasis nuestro).   

A su vez, la Regla 704 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R. 704, 

establece que las opiniones o inferencias de una persona como 

testigo pericial pueden fundamentarse “en hechos o datos 

percibidos por ella o dentro de su conocimiento personal o 

informados a ella antes de o durante el juicio o vista”.  Como 

indicáramos previamente, en el caso de un perito de ocurrencia, se 

trata de hechos o datos que percibió antes del juicio dentro de su 

conocimiento personal.  

Hemos revisado las declaraciones del Dr. José V. Torres, 

según constan en la transcripción de la prueba oral, y entendemos 

que no testificó sobre la negligencia imputada a las apelantes o 

sustituyó de algún modo el criterio del foro apelado para 

determinar relación causal entre los daños sufridos y la negligencia 

imputada.  Por el contrario, se limitó exclusivamente a lo que 

observó durante el examen de autopsia y el correspondiente 

Informe.  Así pues, concluimos que el Dr. José V. Torres podía 

testificar en cuanto a la opinión que formó mientras realizaba la 

autopsia y rendía el referido Informe, en cuanto a la causa de 

muerte de don Adrián.   

Contrario a las apeladas, las apelantes presentaron un 

perito, la Dra. Yocasta Brugal, para declarar sobre el Informe de 

autopsia y la inexistencia del nexo causal entre la caída y la 

muerte de don Adrián.  El testimonio de la Dra. Yocasta Brugal se 

fundamentó en el estudio del Informe de autopsia y las copias de 

los expedientes médicos de don Adrián.  Una vez aquilatados los 

testimonios vertidos, el TPI restó credibilidad a la perito de las 
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apelantes, toda vez que no presentó un informe; no examinó el 

cadáver de don Adrián; reconoció que, de haber examinado fotos 

de este, hubiera podido emitir una opinión mejor formada sobre la 

causa de muerte; y reconoció la competencia profesional del Dr. 

José V. Torres.  Asimismo, distinguió el hecho de que el Dr. José V. 

Torres era perito de ocurrencia y, contrario a la Dra. Yocasta 

Brugal, carecía de interés en el pleito. 

En virtud de todo lo anterior y luego de un examen 

minucioso de los argumentos de las apelantes, concluimos que los 

mismos no son suficientes para impugnar en forma alguna la 

apreciación de la prueba testifical y pericial, por lo que no les 

asiste la razón en sus planteamientos.  El cuarto error no fue 

cometido. 

En cuanto al último señalamiento de error, las apelantes 

alegaron que incidió el foro recurrido al concluir que fueron 

temerarias e imponerle el pago de honorarios por temeridad, las 

costas y los gastos del pleito.  Nuevamente, no les asiste la razón a 

las apelantes en su argumento. 

De la Sentencia apelada no se desprende que el foro primario 

hiciera una determinación de temeridad o les impusiera a las 

apelantes el pago de honorarios de abogado por dicho concepto.  

Ausente la determinación de temeridad o la imposición de 

honorarios por dicho concepto, no es necesario que se discuta ese 

aspecto del señalamiento de error.   

De otra parte, a diferencia de los honorarios de abogado, 

cuya naturaleza es discrecional, la imposición de costas es 

mandatoria contra la parte perdidosa en un pleito.  Véase, Regla 

44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 44.1.  El pago de las 

costas presume una función reparadora, toda vez que el derecho 

de la parte victoriosa en un pleito “no debe quedar menguado por 

los gastos que tuvo que incurrir sin su culpa y por culpa del 
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adversario”.  Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880, 

934 (2012), citando a J.T.P. Dev. Corp. v. Majestric Realty Corp., 

130 DPR 456, 460 (1992).  En vista de que las apelantes 

resultaron ser la parte perdidosa en el pleito de autos, el TPI tenía 

que imponerles el pago de las costas del pleito.  El error no fue 

cometido. 

Por último, de acuerdo al marco doctrinal antes expuesto, los 

tribunales apelativos no debemos intervenir en la cuantía 

concedida por el foro primario por concepto de daños, excepto 

cuando la suma concedida sea ridículamente baja o 

exageradamente alta.  Santiago Montañez et al. v. Fresenius 

Medical, supra, a la pág. 18, citando a Meléndez Vega v. El Vocero 

de PR, 189 DPR 123, 203 (2013); Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra, a la pág. 909; Herrera, Rivera v. SLG Ramírez Vicéns, supra, 

a las págs. 784-785; Publio Díaz v. ELA, supra, a la pág. 868; 

Urrutia v. AAA, supra, a las págs. 647-648.  Examinada la cuantía 

concedida a los miembros de la Sucesión en el caso de autos, 

$400,000.00, y por las razones que explicamos a continuación, 

resolvemos que la misma es exageradamente alta y procede que 

sea reducida. 

Para llegar a la conclusión anterior, hemos examinado dos 

opiniones del Tribunal Supremo de Puerto Rico de daños por 

muerte heredados y una Sentencia dictada por este Tribunal.  En 

Vda. Delgado v. Boston Insurance Co., 101 DPR 598 (1973), el 

perjudicado sufrió durante tres (3) días antes de morir a causa de 

graves quemaduras en su cuerpo ocasionadas por una explosión.  

El TPI valoró los sufrimientos físicos y morales heredados en la 

cantidad de $15,000.00.  Conforme a la metodología que utiliza un 

índice de precios al consumidor cuyo año base es reciente y que 

fue adoptada en Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, a la pág. 
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914,25 la actualización de dicha suma de dinero equivale a 

$61,588.23 de valor presente.  En Diaz Ayala y otros v. ELA y 

otros, KLAN199700418, la causante sufrió daño cerebral por 

anoxia, durante el parto y se mantuvo en estado de coma hasta 

que falleció más de dos (2) años después.  El foro primario les 

concedió a sus herederos $175,000.00 por concepto de las 

angustias físicas y mentales de su madre.  La actualización de 

dicha indemnización, de conformidad con lo establecido en 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, y reiterado en Montañez et 

al. v. Fresenius Medical, supra, arroja como resultado 

$249,117.65.   

Más recientemente, en Sagardía De Jesús v. Hosp. Aux. 

Mutuo, 177 DPR 484, 510-511 (2009), el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico le concedió $50,000.00 a los padres de un bebé que 

falleció veinticinco (25) días después de nacer a causa de una mala 

práctica de la medicina, por concepto de los daños morales que 

sufrió el menor.  El valor presente de dicha cuantía es $53,529.41.  

En el caso de autos, se trata de una persona adulta de edad 

avanzada, que nunca estuvo en coma, y que falleció treinta y seis 

(36) días después de la caída que precipitó su fallecimiento.  En 

mérito de lo anterior, entendemos que la cuantía de $400,000.00 

concedida a las herederas de don Adrián es excesiva y la 

reducimos a $200,000.00.  Por último, la suma de $50,000.00 

concedida a la hija de don Adrián no es exageradamente alta o baja 

y, por ende, declinamos intervenir con la concesión de dicha 

cuantía.   

                                                 
25 Según se desprende de los casos antes aludidos, Rodríguez et al. v. Hospital et 
al., supra y Santiago Montañez et al. v. Fresenius, supra, primero se busca un 

caso similar reciente y se determina el poder adquisitivo del dólar del año de ese 

caso similar.  Luego se multiplica la compensación otorgada en el caso similar 

por el poder adquisitivo del dólar de ese año.  Finalmente, dicha suma se divide 

por el poder adquisitivo del dólar actual.  Cabe señalar que el poder adquisitivo 

del dólar del caso anterior similar se obtiene de la división de 100 entre el índice 

de precios al consumidor del año del precedente legal analizado.  A su vez, el 
poder adquisitivo del dólar actual se obtiene de las estadísticas del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.   
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IV. 

 En virtud de los fundamentos antes expuestos, se modifica 

la Sentencia apelada a los únicos efectos de reducir la cuantía 

concedida por los daños sufridos por don Adrián y heredados por 

las apeladas de $400,000.00 a $200,000.00.  Así modificada, se 

confirma la misma. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


